El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de 
Buenos Aires sancionan con fuerza de 

Ley

Modificación de Art. 60. inc 1 Capitulo II y Art.83. Capítulo 8 de la Ley 11922 y del Art. 100 Capítulo III, tasaciones, traductores, intérpretes, calígrafos y peritos en general de la Ley 5827
Articulo 1º.- Modifíquese el inciso 2º del Artículo 60, de la Ley 11.922 Código Penal Procesal de la provincia de Buenos Aires, el cual quedará redactado de la siguiente manera:

Capítulo II

El imputado
 
ARTICULO 60.- (Texto según Ley 13943) Calidad. Instancias. Se considerará imputado a toda persona que en cualquier acto o procedimiento se lo indique o detenga como autor o partícipe de la comisión de un delito. Los derechos que este Código acuerda al imputado podrá hacerlos valer cualquier persona que sea detenida o indicada de cualquier forma como partícipe de un hecho delictuoso desde el primer momento de la persecución penal dirigida en su contra.

Cuando estuviere detenido, el imputado podrá formular sus instancias ante el funcionario encargado de la custodia, quien las comunicará inmediatamente al órgano interviniente. Desde el mismo momento de la detención o, no siendo detenible el delito desde la primera diligencia practicada con el imputado, éste deberá ser anoticiado por la autoridad que intervenga que goza de las siguientes garantías mínimas:

1. Ser informado sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de los cargos que se le imputan.

2. A comunicarse libremente con un letrado de su elección, y que le asiste el derecho de ser asistido y comunicado con el Defensor Oficial. Si fuese nacional extranjero el derecho que le asiste de comunicarse con el Cónsul de su país. Para los casos en que el imputado no comprenda el idioma castellano por su nacionalidad,  pertenencia étnica o cultural o la razón que fuere, el fiscal actuante tendrá la obligación de designar desde las primeras actuaciones intérprete, traductor o idóneo para asegurar que el imputado comprende el procedimiento.

3. Que no está obligado a declarar contra si mismo ni a confesarse culpable.

4. Los derechos que le asisten con relación al responsable civil del hecho por el que se lo imputa -si lo hubiere- y también respecto del asegurador, en caso de existir contrato, como asimismo los derechos que le asisten respecto de requerir al asegurador que asuma su defensa penal.

 
Articulo2º.- Incorpórese al art. 83 el inciso 11, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
Capitulo VII
La Víctima
ARTÍCULO 83.- (Texto según Ley 12.059) Derechos y facultades.- Se garantizará a quienes aparezcan como víctimas los siguientes derechos y facultades:

 

1 - A recibir un trato digno y respetuoso;

2 - A la documentación clara, precisa y exhaustiva de las lesiones o daños que se afirman sufridos por causa del hecho de la investigación;

 

3 - A obtener información sobre la marcha del procedimiento y el resultado de la investigación, debiendo anoticiársele la fecha, hora y lugar del juicio, así como la sentencia final cuando no concurriera a la audiencia de debate;

 

4 - A que se hagan mínimas las molestias que deban irrogársele con motivo del procedimiento;

 

5 - A la salvaguarda de su intimidad en la medida compatible con el procedimiento regulado por este Código;

 

6 - A la protección de su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que depongan en su interés, preservándolos de intimidaciones o represalias, sobre todo si se trata de una investigación referida a actos de delincuencia organizada;

 

7 - A requerir el inmediato reintegro de los efectos sustraídos y el cese del estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos de su pertenencia, cuando ello corresponda según las disposiciones de este Código;

 

8 - A procurar la revisión, ante el Fiscal de Cámara Departamental, de la desestimación de la denuncia o el archivo;

 

9 - A reclamar por demora o ineficiencia en la investigación ante el superior inmediato del Agente Fiscal interviniente.

En los procesos por lesiones dolosas, cuando la convivencia entre víctima y victimario haga presumir la reiteración de hechos del mismo carácter, el Juez de Garantías podrá  disponer como medida cautelar, la exclusión o la prohibición del ingreso al hogar. Una vez cesadas las razones que motivaran fundadamente la adopción de la medida, se podrá  requerir su inmediato levantamiento.

 

10 – (Inciso incorporado por Ley 14453) En los procesos por delitos de trata de personas, a los fines de la aplicación de los programas de asistencia a las víctimas, se entenderá como tales a todas las personas que hayan sufrido lesión, sin distingos, basados en la prestación o no de consentimiento.

11- A que se le designe intérprete, traductor o idóneo, para comprender con claridad los procedimientos y declaraciones que se le requieran,  en el caso de que no comprenda el idioma castellano en razón de su nacionalidad y/o pertenencia étnica o cultural.

 

Articulo 3º.-A los fines del cumplimiento de la presente, se modifica, el artículo 100º de la Ley 5827, Orgánica del Poder Judicial, CAPÍTULO III, Tasaciones. Traductores. Interpretes, Calígrafos y Peritos en General, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
 
ARTÍCULO 100°: Las funciones de los tasadores, traductores, interpretes, calígrafos y peritos en general y demás auxiliares de la justicia, serán ejercitadas por personas que posean título habilitante. En caso de no existir peritos matriculados, podrán ser designadas personas idóneas en la materia. Se deberá asegurar en el registro de intérpretes y traductores, profesionales o sujetos idóneos, competentes para interpretar y/o traducir cada una de las lenguas originarias habladas en el territorio nacional, oficiales y no oficiales, lenguas oficiales de países limítrofes y lengua de señas argentina. Se definirá en la reglamentación de la presente Ley la cantidad de profesionales adecuada para su cumplimiento y su distribución territorial, en función de los datos censales disponibles.

FUNDAMENTOS

La provincia de Buenos Aires está produciendo en las últimas décadas esfuerzos por plasmar dentro de su legislación las concepciones de equidad e igualdad de oportunidades. Dentro de ese proceso se identifican, desde las prácticas administrativas y judiciales una gran cantidad de procedimientos que no contemplan aun, algunas condiciones de vulnerabilidad que, a nuestro criterio, deben ser modificadas para avanzar en el sentido mencionado.

Desde una perspectiva histórica, el impacto de la cultura europea ha guiado gran cantidad de disposiciones, elaboradas desde supuestos que situaron al país y a la provincia en una realidad que desconocía nuestra inserción en Suramérica.

Es claro que las migraciones de las primeras etapas de nuestra constitución como Nación y como Estado Provincial provinieron de países europeos. Y así fue que consideramos y dimos por sentado, que debíamos contar con intérpretes y traductores del inglés, el francés, el ruso, el alemán, el italiano.

La realidad ha cambiado, la historia nos señala de manera permanente que nuestro país ha incorporado y continúa incorporando población de países latinoamericanos y también ha comenzado a visibilizar en su condición de ciudadanos, a pueblos originarios que, aun siendo habitantes de estas tierras mucho antes de la llegada de los barcos europeos, hasta hace pocos años el Estado Argentino desprotegió, desconoció, desacreditó y eliminó simbólicamente del colectivo social suprimiendo o desalentando el uso de su lengua.

Es sabido que muchos integrantes de estas comunidades originarias habitan en la actualidad dentro de nuestro territorio provincial, en busca de oportunidades para su desarrollo.

La provincia de Buenos Aires incorporó en su Constitución los derechos de los Pueblos Originarios a partir de la reforma de 1994. Así, el artículo 36 inciso 9 establece: “La Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. 

En la actualidad, la provincia de Buenos Aires, cuenta con una importante población originaria. El Censo Nacional 2001 realizado por el INDEC, incluyó por primera vez la pregunta de si algún miembro del hogar censado se autoidentificaba como perteneciente a algún pueblo originario, registro que se repitió en el censo de 2010 sin grandes variaciones. Los datos arrojados señalaban que en la provincia de Buenos Aires existían 98.364 hogares con personas que se reconocen como pertenecientes a alguno de esos pueblos. Dicha cifra, elevada por cierto, no puede tomarse como definitiva por dos motivos; en primer lugar porque se estima que el Censo no llegó a todos los hogares con integrantes de pueblos originarios; y en segundo término porque no todas las personas se reconocieron como tales por el estigma que aún significaba admitir su origen étnico. 

Se pueden distinguir en la provincia de Buenos Aires dos situaciones en relación a los Pueblos Originarios. Existe un Pueblo originario de este territorio, el Pueblo Mapuche, asentado en el oeste, centro y sur de la provincia, en particular en localidades como Olavarría, Azul, Tandil, 25 de Mayo, Tapalqué, Bolívar, Rauch, General Viamonte, Bragado, Lincoln, Junín, Trenque Lauquen, Rojas, General Villegas, Guaminí, Tornquist, Bahía Blanca, Villarino y Patagones.

Junto al Pueblo Mapuche, conviven en territorio bonaerense otros Pueblos Originarios de las regiones NOA y NEA, que migran por distintos motivos. La mayoría logra asentarse en zonas urbanas y suburbanas que difieren bastante de sus lugares de origen, lo que les exige una cruda adaptación y les implica serios trastornos. Se asientan en especial en localidades como San Nicolás, Escobar, José C. Paz, Esteban Echeverría, Moreno, Quilmes, Florencio Varela, Berazategui, La Plata, Berisso, Ensenada, Derqui, Pablo Nogués, Almirante Brown, Presidente Perón, Marcos Paz. Se trata de los Pueblos Qom, Guaraní, Kolla, Mocoví, Diaguita y hasta Mapuche.  

Si bien las comunidades originarias que se han asentado en zonas del conurbano bonaerense han tenido y tienen algunas dificultades particulares, se puede convenir que todas las comunidades comparten un mismo diagnóstico y consecuentemente un mismo pliego de reivindicaciones, relacionadas  también  con la educación intercultural bilingüe y rescate de las identidades culturales, entre otras. Se advierten de manera asociada, cuestiones sociales, como la que nos ocupa y económicas que son comunes a cualquier sector vulnerable de la población.

Los Pueblos Originarios han sido ya reconocidos como sujetos de derechos individuales y colectivos por el Derecho Internacional. El Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales, ratificado por Ley Nacional 24.071 les reconoce ese estatus de Pueblo; y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, aprobada en 2007, complementa dicho Convenio y no deja dudas sobre sus derechos colectivos.

Entendiendo para este proyecto el concepto de pueblo como el conjunto de personas (individuos, familias, comunidades) que reconocen un origen, una historia, una lengua, lazos culturales, una identidad étnica, una cosmovisión común; que tienen un sentido de pertenencia, como por ejemplo el Pueblo Mapuche. 

Por otra parte, cabe considerar que son muchos los Estados Provinciales que en la actualidad consideran como oficiales las lenguas originarias como el guaraní o la lengua wichí y algunos países de nuestra América, como Bolivia, han incorporado también dentro de sus lenguas oficiales las habladas por sus pueblos originarios.

En ese sentido, consideramos que para lograr una verdadera integración se deben incorporar desde el Estado todos los recursos que permitan su inclusión y en particular su acceso a derecho, evitando su discriminación por no compartir, como lengua materna el español.

Sin embargo, ha sido noticia en los últimos meses la victimización de la que ha sido objeto, por parte del Poder Judicial Provincial, una ciudadana que por no comprender la lengua no pudo realizar una declaración indagatoria, interpretándose esto como una negativa a declarar y la mantuvo privada de su libertad, sin elevación a juicio, en un limbo jurídico durante tres años.
Se adjunta nota periodística:

Sin intérprete y en manos de la Justicia

La detuvieron hace tres años y recién ahora le explicaron por qué la imputaban. Hace sólo un mes le designaron intérprete. En la Justicia no hay registro para traductores del idioma quechua.
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 Por Horacio Cecchi

Mana imatapasunanchani. El lector, con toda razón, se quejará de no entender nada de lo que se acaba de decir. A Reina Maraz le ocurre algo parecido. Seguramente peor. Porque no es ella sola la que no entiende lo que le dicen sino tampoco los jueces que la juzgan. Nacida hace 25 años en Avichuca, una comunidad ki-chwua de Bolivia que con dificultad aparece en los mapas, su lengua madre es el quechua. Migrante de la árida montaña boliviana, a los ocho meses de instalarse en un horno de ladrillos en Florencio Varela fue detenida, acusada de homicidio agravado. Aunque sabe lo que hizo, su explicación de los motivos que la llevaron a hacerlo es tan inaccesible como la distancia que separa al tribunal bonaerense de las montañas chuquisaqueñas donde pastorean las llamas. Si bien Reina entiende el español, es una lengua claramente ajena para ella, y mucho más la jerigonza del lenguaje jurídico hispano/latino, que resulta inentendible para el argentino medio. Y se agrega el problema de que los jueces y fiscales que la juzgan entienden menos del quechua que lo que Reina del español, aunque sea ella la pensada analfabeta. El problema del que trata esta nota es que –detenida en 2010– recién después de un año de cárcel y proceso Reina pudo decirle a una intérprete, aportada por la Comisión Provincial por la Memoria, “mana imatapasunanchani” y la intérprete tradujo: “Dice que no entiende nada”. La experta recién hace un mes fue reconocida oficialmente por la Justicia bonaerense, habida cuenta de que el quechua no existe en los listados para asistir a los acusados. En el día del respeto a la diversidad cultural, la balanza de la Justicia está en déficit con buena parte de su clientela.

Uno de los derechos básicos que asisten a los acusados en un proceso penal es entender aquello por lo que son imputados, lo que se le proyecta en su horizonte de vida, y la asistencia de un defensor para representarlo en el proceso. Reina Maraz Bejarano fue detenida y trasladada a la Unidad 33 de Los Hornos en noviembre de 2010, acusada provisoriamente de homicidio agravado, homicidio criminis causa; homicidio agravado por el concurso de dos o más personas. Si lo penal está aceitado, lo que tiene que ver con el Derecho suena a bisagra vieja: a Reina la estacionaron en el penal y recién en 2011, en una visita de monitoreo, la CPM se contactó con ella y detectó que no entendía el castellano con facilidad.

En el mismo mes, la Dirección de Litigios Estratégicos y del Programa de Pueblos Originarios y Migrantes de la CPM asistió nuevamente a Reina, esta vez con la intérprete de quechua Frida Rojas. “Por primera vez, a un año de ser arrojada a un pabellón de la UP 33, Reina Maraz pudo hablar en su lengua de su situación y conocer las razones de su detención”, dijo a Página/12 Margarita Jarque, titular de la DLE. Cuando la CPM pidió por un intérprete en quechua, le respondieron que “solamente tenemos en inglés, francés y portugués”, como si se tratara de una visita guiada en un tour europeo...

Cuatro meses después, a instancias de la CPM se realizó una audiencia ante el juez de Garantías Nº 6 de Quilmes, intérprete de por medio. El juez dispuso la nulidad de la indagatoria que se había tomado anteriormente y ordenó realizar una nueva, con intérprete. Igual que en el caso de la lectura de derechos a un detenido hipoacúsico revelado por este diario en 2006, no es difícil imaginar el tenor de la declaración indagatoria en español de una persona que desconoce el idioma, y mucho más curioso debiera resultar la intención de averiguar la verdad de parte del investigador. En la balanza volcada, el juez hizo justicia, aunque el plazo de un año quedó cargado en los hombros de la mujer, que siguió presa. Se realizó la audiencia y Reina por primera vez entendió en qué consistía la acusación. El defensor, esta vez como estrategia y no por imposibilidad, decidió que no declare.

A todo esto, la intérprete Rojas actuaba como tal, pero fuera de expediente: su designación no era oficial porque para su intervención se requiere que se encuentre inscripta en el registro oficial. La norma tiene sentido: evitar las designaciones digitadas. Lo que no tiene sentido es que la norma sea anormal, ya que el registro oficial de intérpretes en quechua no existe. No por falta de necesidad. “El de Reina no se trata de un caso aislado sino que, atento a la extendida población migrante en nuestro país, e inmigrante particularmente, en la provincia de Buenos Aires existe un universo de personas que atraviesan circunstancias similares”, señaló Jarque en la presentación ante la Suprema Corte. Hasta esa instancia hubo que llegar para que Rojas, que actuaba en forma marginal por defecto de la Justicia, pudiera ser reconocida oficialmente, salteando una norma que de hecho ya era salteada, pero aparecía como si no.

La presentación se realizó a principios de este año como trámite urgente. Y recién el 5 de septiembre pasado, Frida Rojas aceptó el cargo. Formalidades que no lo son: la demora por falta de registro oficial volvió a cargarse sobre la imputada, que incluso fue discriminada y aislada por sus propias compañeras de pabellón por las dificultades que tenía para comunicarse.

Como se dijo, en septiembre, la SCJ ordenó al Tribunal Oral Nº 1 de Quilmes la designación oficial de la intérprete Rojas. El 5 de septiembre tuvo su primera audiencia ante los magistrados que la juzgarán, Alejandro Cascio, Silvia Echemendi y Marcela Vissio, en términos de comprensión accesible.

La CPM presentó simultáneamente un pedido de que se estableciera un registro de lenguas originarias bajo la supervisión de la propia Corte. “La situación de vulnerabilidad en que se encuentra Reina Maraz debería acarrear una mayor protección, y un plus de cuidados y garantías de parte de los actores estatales intervinientes.”

No en vano, Reina Maraz carga con todos los etiquetamientos posibles: mujer, indígena, boliviana, migrante y víctima de violencia de género. (Fuente: Diario Página 12)
Si bien la situación planteada en el medio de comunicación pone al descubierto otras falencias del cumplimiento de normas y procedimientos, aparece como una de las cuestiones de relevancia la falta de accesibilidad a una comunicación eficaz, eje central de toda imputación y del derecho a la defensa.

Hacemos nuestras las palabras de la Comisión Provincial por la Memoria para todas las personas de nuestra provincia: “Las situaciones de vulnerabilidad que el propio Estado genera al desconocer derechos deberían acarrear una mayor protección y un plus de cuidados y garantías por parte de los actores estatales intervinientes”.

Es por estos motivos que solicito a los legisladores y a las legisladoras que acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto de ley.

